
 

 
 

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO, A FIN DE EXHORTAR A LA SEP Y LA SSA A REALIZAR 

ACCIONES PARA QUE SE PUBLIQUE EN EL DOF LA ENAPI, SUSCRITA POR EL DIPUTADO 

MARCO ANTONIO GONZÁLEZ REYES E INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE 

MORENA 

Los que suscriben, diputados federales del estado de México, integrantes de la LXIV Legislatura de la Cámara de 

Diputados, con fundamento en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 79, numeral 1, fracción II, numeral 2, fracción 

III, del Reglamento de Cámara de Diputados y demás relativos, someten a consideración de esta soberanía la 

presente proposición con carácter de urgente u obvia resolución al tenor de las siguientes 

Consideraciones 

En los últimos años la protección de los derechos de la infancia ha sido motivo de especial preocupación para el 

Estado mexicano, lo que se ha traducido en el reconocimiento y ampliación de los derechos inherentes a este sector 

de la población. En este sentido, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) incorpora el 

derecho que tiene la infancia, de ver satisfechas sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano 

esparcimiento para su desarrollo integral. 

A efecto de garantizar lo anterior, a través de la reforma al artículo 4o. constitucional, publicada el 7 de abril del 

año 2000, se estableció la obligación del Estado para proveer lo necesario a fin de propiciar el respeto a la dignidad 

de la niñez y el ejercicio pleno de sus derechos, así como para otorgar facilidades a los particulares a fin de 

coadyuvar al cumplimiento de los derechos de las niñas y niños. 

Tal disposición permitió que, el 29 de mayo de ese mismo año fuera promulgado un ordenamiento reglamentario 

del citado artículo constitucional, es decir, la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes, a través de la cual se busca asegurar a los niños un desarrollo pleno e integral, lo que implica la 

oportunidad de formarlos física, mental, emocional y socialmente, en condiciones de equidad. 

Posteriormente, el 12 de octubre de 2011 se publicaron dos reformas constitucionales trascendentes para los 

derechos humanos de niñas, niños y adolescentes, es decir, una al artículo 4o. que adicionó el principio del interés 

superior de la niñez y, la segunda, al artículo 73, que facultó al Congreso de la Unión a expedir leyes en la materia. 

Esas reformas constituyeron un avance importante en el reconocimiento y abordaje de los temas de niñez y 

adolescencia, al tiempo de permitir la publicación de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes el 4 de diciembre de 2014, cuyo objetivo de acuerdo a su artículo 1o. es: 

I. Reconocer a niñas, niños y adolescentes como titulares de derechos, con capacidad de goce de los mismos, de 

conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad; en los términos 

que establece el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

II. Garantizar el pleno ejercicio, respeto, protección y promoción de los derechos humanos de niñas, niños y 

adolescentes conforme a lo establecido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los 

tratados internacionales de los que el Estado mexicano forma parte; 

III. Crear y regular la integración, organización y funcionamiento del Sistema Nacional de Protección Integral de 

los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a efecto de que el Estado cumpla con su responsabilidad de 

garantizar la protección, prevención y restitución integrales de los derechos de niñas, niños y adolescentes que 

hayan sido vulnerados; 



 

 
 

IV. Establecer los principios rectores y criterios que orientarán la política nacional en materia de derechos de niñas, 

niños y adolescentes, así como las facultades, competencias, concurrencia y bases de coordinación entre la 

federación, las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México; y la 

actuación de los Poderes Legislativo y Judicial, y los organismos constitucionales autónomos; y 

V. Establecer las bases generales para la participación de los sectores privado y social en las acciones tendentes a 

garantizar la protección y el ejercicio de los derechos de niñas, niños y adolescentes, así como a prevenir su 

vulneración. 

Como es posible advertir, el Estado mexicano ha plasmado su compromiso de garantizar a las niñas y niños su 

pleno desarrollo, creando un marco jurídico y un andamiaje institucional, como lo es el propio Sistema Nacional de 

Protección Integral de Niñas, Niños y Adolescentes (SIPINNA), que tiene por objetivo el diseño e instrumentación 

de políticas públicas desde el más alto nivel de decisión gubernamental, con el objetivo de que todas las niñas, 

niños y adolescentes puedan exigir y ejercer sus derechos humanos, ya no como objetos de protección, sino como 

responsables de decidir y opinar lo que consideran mejor para ellas y ellos. Ello impulsó sin lugar a dudas, un 

cambio de paradigma para articular las políticas públicas de los tres órdenes de gobierno y garantizar los derechos 

de la niñez y adolescencia mexicanas. 

Sin embargo, es necesario reconocer que persisten profundas brechas y desigualdades que limitan seriamente el 

pleno ejercicio de sus derechos, para ilustrar lo anterior basta mencionar que: 

Con base en la medición realizada por Coneval (2018), 52.4 millones de personas viven en condición de pobreza, 

es decir, el 41.9 por ciento de la población. Sin embargo, las niñas, niños y adolescentes enfrentan condiciones aún 

más adversas. Del año 2012 al año 2018 las niñas, niños y adolescentes han sido 30 por ciento más pobres que la 

población de 18 años o más. Las niñas y niños menores de 6 años son más vulnerables a encontrarse en situación 

de pobreza. Además de que las niñas, niños y adolescentes indígenas (hogares indígenas) fueron 83.8 por ciento 

más pobres que el total de la población. 

En este sentido, se reconoce la necesidad de que la atención a la primera infancia demanda un trabajo intersectorial 

que, desde la perspectiva de derechos, articule el desarrollo de planes, programas y acciones para la atención 

integral que debe asegurarse a cada niña y niño, de acuerdo a su edad, contexto y condición. 

Es por ello que en la reciente reforma constitucional en materia educativa, publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el 15 de mayo del 2019, entre sus diversos contenidos incorporó a la educación inicial como derecho de 

la primera infancia y encomendó al Ejecutivo federal integrar una Estrategia Nacional para la Atención de la 

Primera Infancia. En el artículo transitorio décimo segundo de dicha reforma se establece que: 

“Décimo Segundo. Para atender la educación inicial referida en el artículo 3o., el Ejecutivo federal, en un plazo 

no mayor a 180 días contados a partir de su entrada en vigor de estas disposiciones, definirá una Estrategia 
Nacional de Atención a la Primera Infancia , en la cual se determinará la gradualidad de su impartición y 

financiamiento.” 

En esta tesitura, después de un arduo trabajo de colaboración y coordinación entre diversas dependencias de la 

administración pública y con la valiosa experiencia y aportaciones de diversos sectores, el pasado 13 de noviembre, 

la Secretaría de Educación Pública (SEP) remitió a la Presidencia de la Mesa Directiva del Senado de la República, 

la Estrategia Nacional de Atención a la Primera Infancia (ENAPI) que fue mandatada por la reforma constitucional 

referida, la cual representa el punto de partida para el diseño, ejecución y seguimiento de diversas políticas 

públicas que el Estado mexicano deberá implementar para atender las realidades y necesidades que requiere 

nuestras niñas y niños desde los cero a los seis años. Su objetivo es “garantizar a niñas y niños menores de 6 años, 



 

 
 

el ejercicio efectivo de sus derechos a la supervivencia, desarrollo y prosperidad, educación, protección, 

participación y vida libre de violencia; atendiendo las brechas de desigualdad existentes entre estratos sociales, 

regiones geográficas, etnias y géneros, así como a la diversidad inherente a cada persona.” 

Esta Estrategia Nacional recoge los acuerdos alcanzados en la Comisión para la Primera Infancia del Sistema 

Nacional de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes (SIPINNA) respecto a la expedición de una política 

integral para el desarrollo de la primera infancia. El documento reconoce a la primera infancia como “un asunto de 

Estado”, lo cual implica el “cambio de rumbo en las políticas” actuales para lograr la integralidad y la atención 

multisectorial. 

Desde este enfoque, establece las bases para las siguientes políticas sectoriales que se tendrán que expedir a partir 

de esta Estrategia “bajo una lógica colaborativa” entre la Secretaría Ejecutiva del SIPINNA, la Secretaría de 

Educación Pública, la Secretaría de Salud, el Sistema Nacional DIF, la Secretaría de Gobernación y la Secretaría de 

Bienestar, ya que se tienen que cubrir 4 ejes estratégicos: 

I. Salud y Nutrición; 

II. Educación y Cuidados; 

III. Protección; y 

IV. Bienestar. 

Desde luego sin prescindir de un elemento fundamental: la corresponsabilidad de madres, padres, tutores y 

cuidadores ya que el Estado mexicano se ha comprometido tanto interna como externamente a proteger a la niñez 

de aquellas prácticas que atentan en contra de su dignidad y su desarrollo. 

Es de destacarse un elemento novedoso de la estrategia, que le imprime un sello particular y distintivo de otros 

esfuerzos gubernamentales, y es el reconocimiento a la importancia de la territorialidad, es decir a la articulación 

para la implementación en el territorio de las políticas, programas y servicios tanto nacionales como locales, 

mediante la participación y contribución proactiva de actores locales. Es decir, se trata de garantizar que, en cada 

colonia, comunidad y poblado del país, por remoto que se encuentre, se garanticen las atenciones integrales a la 

población de primera infancia que ahí habita. 

Por lo anterior, el Congreso reconoce los esfuerzos de todos los actores que participaron en la construcción de la 

Estrategia Nacional de Atención a la Primera Infancia (ENAPI), pues sin lugar a dudas representa una oportunidad 

sin precedentes para contar con una verdadera política de Estado para la atención a la primera infancia que 

materialice la realización efectiva del conjunto integral de derechos de niñas y niños en esta etapa tan importante 

de su vida para su desarrollo. 

A fin de consolidar estos avances y abordar de manera integral los retos que enfrenta la primera infancia en 

México, es importante que la Secretaría de Educación Pública (SEP) y la Secretaría de Salud (quien coordina la 

Comisión para la Primera Infancia), realicen las gestiones administrativas conducentes para que la Estrategia 

Nacional de Atención a la Primera Infancia (ENAPI) sea publicada a la brevedad en el Diario Oficial de la 

Federación (DOF) para impulsar no sólo su máxima difusión entre los diversos actores de los sectores público, 

privado y social que intervienen en su implementación, seguimiento y evaluación a nivel federal, estatal y 

municipal; sino facilitar y consolidar los mecanismos de coordinación entre ellos a partir del reconocimiento 

puntual de las responsabilidades y compromisos para el cumplimiento de los ejes rectores, líneas de acción y 

resultados prioritarios, con el objetivo fundamental de avanzar en la intervención puntual por parte del Estado en su 



 

 
 

conjunto con la firme colaboración de la sociedad, para resolver los problemas que aquejan a la primera infancia a 

partir de un enfoque integral que tome en cuenta los derechos y el desarrollo pleno de las niñas y niños del país. 

Es por lo anteriormente expuesto y fundado que resulta necesario y de urgencia, someter a la consideración de esta 

honorable asamblea, la siguiente proposición con 

Punto de Acuerdo 

Único. La Cámara de Diputados del Congreso de la Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de Educación 

Pública (SEP) y a la Secretaría de Salud (coordinadora de la Comisión para la Primera Infancia), para que de 

manera coordinada realicen las acciones administrativas conducentes, para la pronta publicación de la Estrategia 

Nacional de Atención a la Primera Infancia en el Diario Oficial de la Federación (DOF) a fin de fortalecer la 

obligatoriedad y responsabilidad de las dependencias que participan en ella, que asegure su implementación en 

todo el territorio del país favor de los derechos de niñas y niños de primera infancia de México. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 12 de diciembre de 2019. 

Diputados: Marco Antonio González Reyes (rúbrica), Rosalba Valencia Cruz, Juan Pablo Sánchez Rodríguez. 


